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ASITNTO: Amparo promovido por don

Angel Sanchís Perales.

SOBRE: Contra Auto de 30 de no-

viembre de l-990 de Ia Sala Segiunda

del Tribunal Supremo y contra Au-

tos de 27 de septienbre y L7 de

dicienbre de l-990 de1 Magistrado

Instructor, dictados en 1a causa

especial nrim. 6LO/9O.

La Sección ha examinado el rectrrso de arnFaro in-
terpuesto por don Ange1 Sanchís perales.

r. AIÍTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal eI

l-5 de enero de L991, la Procuradora de los Tribunales doña
sofía Pereda Gi1 interpone, en nombre y representación de don
Angel sanchís Perales, recrrrso de ámFaro contra Auto, de 30 de

noviembre de L990, de ra sala segiunda de1 Tribunal supremo que

declaró no haber lugar al recurso de queja formulado contra el
Auto, de fecha 8 de septienbre de l-990, der Magistrado rnstruc-

tor, desestimatorio, a su vez, der recurso de reforma formulado

contra eI dictado eI 24 de julio de l-990, Q[üe acordó no atender
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a la solicitud de nulidad de 1as actuaciones. Asimismo, impugna
ros Autos dictados, e1 27 de septiembre y L7 de diciernbre de
l-990, por er Magistrado rnstructor, en 1os que acordó y confir-
mó, respectivamente, solicitar de1 congreso de ros Diputados la
concesión del suplicatorio para proceder contra el recurrente
de amparo.

2. E]- recurso de amparo se contrae, en síntesis, a
los siguientes hechos:

A) La representación der hoy recurrente soricitó
de1 Magistrado rnstructor de 1a causa núm. 6Lo/go, seguida ante
Ia sala segrunda de1 Tribunal supremo, 1a nulidad de ras diri-
gencias. En concreto, €1 recurrente instór €n distintos escri-
tos la nulidad de 1as siguientes resoluciones y actuacionesr L.
Autos gue autorizaron Ia intervención de comunicaciones terefó-
nicas o su prórroga, y declarar ilegalmente obtenidos, y su se-
paración de 1a causa, 1os medios o elenentos probatorios con-
sistentes en las grrabaciones telefónicas, sin transcripciones,
declaraciones en torno a las mismas y derivadas, de conformid.ad
con 1o d ispuesto en e1 ar t .  l - i_ .L L.o.p.ü. ;  2 .  Autos de g de
abril de l-990 (detención incomunicada) y cle i-2 de abril de L990
(prisión incouunicada) dictada en su contra; 3. Totalidad de
las diligencias practieadas, vista Ia consideración de prueba
ilegalmente obtenida que consta en ra causa y atendiendo a 1a
manifiesta falta de competencia de1 Juzgado de rnstrucción nrin.
2 de valencia para instruir la causa y consigruiente wulneración
del Juez ordinario predeterminado por 1a Ley.

B) Por Auto de 24 de jul io de 1990, €1 Magis_
trado rnstructor resolvió no acceder a las declaraciones de nu-
l idad solicitadas, a1 estimar, en sÍntesis, que e1lo no era po-
sibre en el trámite de instrucción procesal porque, de una par-
te, no se daban 1os supuestos contemplados en el art. 24o.L
L-O-P.J., habida cuenta la observancia prima facie de los re_
quisitos esenciales en 1as actuaciones procesales cuya decra-
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ración de nulidad se solicitaba y la existencia de diversas
vías procesales para alcanzar 1a declaración de nulidad, ro
cual impedía apreciar indefensión. y, de otra parter gue las
cuestiones de nulidad excedían notoriamente de Ias decisiones
propias de una instrucción procesal y su resolución era
tencia de1 Tribunal sentenciador, máxime teniendo en
además, gü€ en el proced.imiento abreviado está previsto
mite especial para el pranteamiento y resolución de
cuestiones aJ- comenzar e1 juicio oral (v. art.

compe-

cuenta,

un trá-

dichas

792 .2
L-E-crin. ). rnterpuesto recurso contra el citado Auto, fue des-
estimado por el Magistrado rnstructor en Auto de g de sep-
tienbre de 1990, confirnatorio del impugnado.

c) contra ra decisión de1 rnstructor de no acce-
der a 1a petición de nulidad de actuaciones formuló el hoy de-
mandante de enFaro recurso de queja ante la sala segunda del
Tribunal supremo, recabando nuevamente, por los mismos motivos,
1a nulidad de 1as actuaciones instada desde el inicio. por Auto
de 30 de noviembre de l-990, la sala segrunda der Tribunal su-
premo declaró no haber lugar al recurso planteado.

En e1 segundo de 1os fundamentos de Derecho, 1a
Sala razona 1o siguiente:

rrEn primer lugar hay que señalar que el nuevo
sistema atribuye a1 Juez de rnstrucción facultades
de control sobre los fundamentos y 10 que puede de-
nominarse consistencia de ra acusación en cuanto a
la autoridad judicial compete la vigilancia sobre
1a efectividad de los derechos fundanentales reco-
nocidos en 1a constitución, pero corresponde a1 ór-
gano judicial decisor, en este caso la sala segunda
del Tribunal supremo, a la vista d.e los escritos de
acusación y defensa, una vez puestas a su disposi-
ción 1as actuaciones, considerar Ias pruebas pro-
puestas y admitirlas o rechazarlas yt sobre todo,
corresponde aI Tribunal sentenciador abrir, si ha
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lugar a el1o, un turno de intervención para que
puedan 1as partes exponer 10 que estimen oportuno,
aparte de otras cuestiones, acerca de ra
vulneración de a1gún derectro fundamental, entre cu-
yos supuestos hay que incluir, obviamente, el tema
de 1a nuridad radical de ra prueba por violación de
un derecho de ta1 naturaleza.- por ello esta sala,
teniendo en cuenta Ios esenciales principios que
gobiernan hoy e1 proceso penal, acentuamiento del
principio acusatorio, separación neta entre quien
instruye y quien enjuicia, debe permanecer absolu-
tamente ajena a cuanto sucede en 1a fase de inves-
tigación e instrucción sin otra intervención que
aquella que establece ex¡rresanente 1a r,ey por la
vía de las impugmaciones, y eD este sentido y soro
a estos efectos, sin prejazgar en 1o más mínimo las
decisiones que en su día pueda tomar, declara no
haber lugar a los recursos planteados.rl

D) Por Auto de 2Z de septiembre de l_99O, €l Ma_
gistrado rnstructor acordó e1 envío al congreso de ros Dipu-
tados de 1a petición de suplicatorio para poder continuar la
causa en relación con el hoy recurrente, dada su condición de
Diputado- Formulado recurso de reforma contra dicha resolución,
fue desestimado por Auto de L7 de diciembre de l_990 del rns-
tructor.

Por resolución de1 congreso de ros Diputados, de
29 de noviembre de i-990r s€ concedió la autorización para la
prosecución de la causa contra e1 hoy recurrente.

3. La representación de1 recurrente considera que
en e1 procedimiento penal d.e1 que dimana el presente recurso de
amparo se han infringido los siguientes derechos fundamentales:

A) Derecho a la intinidad y a1 secreto de las
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comunicaciones (art. Lg, apartados L y 3 c.E.). La infracción
constitucional tiene su origen en la actuación del Juzgado de
rnstrucción nrim. 2 de valenciar €n concreto en e1 Auto d.e 29 de
dicienbre de l-989,gü€ autorizó Ia intervención telefónica, y
1os posteriores Autos de 24 de enero y 26 de marzo de r_990. Ar
respecto alegar €n síntesis, gü€ dicha vulneración tiene rugar
dado que: a) no existía procedimiento penal previo en ros tér-
minos que exige 1a Ley, pues e1 te1éfono intervenido era el co-
rrespondiente a don Rafael palop Argente, que no era penarmente
investigado, y 1a investigación aparente era acerca de un deli-
to contra la salud pública, cuand.o en realidad se investigaba
un posible delito de cohecho. Adenás, €1 Juzgado autorizante
actuó judiciarmente fuera de 1a propia competencia y autori_zó
ex novo la intervención cuando en realidad era un supuesto de
prórroga; b) los citados Autos carecen de motivación y no pre-
cisan el supuesto 1ega1 que habilita la autorización; en con-
creto, rlo ha existido la uenor diferenciación sobre si se acor-
daba la intervención u observación telefónica (apartados 2 y 3
de1 art- s79 L.E.crim. ), en función de que se tratara de proce-
sado o Do, a pesar de que son supuestos distintos. En cuanto a
esta concreta cuestiónr €n 1a demanda se afirma que ra
ttintervenciónrr telefónica, que pemite la grrabación y reproduc-
ción de 1as conversaciones captadas, solo es posible respecto
de 1as personas procesadas y, por tanto, en ras causas por de-
litos graves seguidas por eI procediniento ordinario y en las
que se haya dictado Auto de procesamiento; por contra, la
trobservacióntt telefónica, predicable de los restantes delitos y
causas, y siempre para 1as personas sobre 1as que existan indi-
cios de responsabilidad crininal, impide grrabar y transcribir
el contenido de las conversaciones telefónicas. por erro, 1as
grabaciones así obtenidas tienen la consideración de prueba
il ícitat c) no exist ió e1 necesario control judicial de 1a in-
tervención u observación de 1as comunicaciones, pues, dé un
1ado, 1a iniciat iva fue de 1a policíar no de1 Juez, y, de otro,
la Policía entregó en e1 Juzgado grabaciones de terceros que no
gruardaban relación con e1 delito respecto del cual se había au-
torizado (delito contra Ia salud púbIica); ct) 1a ausencia de
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motivación de 1os Autos cuestionados inpiden toda consideración
sobre 1a necesaria proporcionalidad de J-a decisión adoptada,
siendo un juicio que debiera haberse realizado por el Juez an-
teriormente a 1a intervención u observación telefónica; y e) la
única autorización por er rnstructor para proseguir ra inter-
vención terefónica para 1a averiguación de los hechos por ros
que luego se incoó e1 procedimiento contra e1 hoy recurrente y
otros, fue 1a autorización verbal hecha en Ia comparecencia de
l-9 de enero de l-990 , a pesar de que dicha decisión
preceptivamente debe adoptar la forma de Auto.

B) Derecho a la defensa y a 1a asistencia de r,e-
trado (art- 24.2 c.E. ). Tales derechos han guedado 1esionados
Por 1os Autos de 9 y 1,2 de abril de L990 de1 Juzgado de rns-
trucción núm. 2 de Valencia, gue decretaron, respectivamente,
la detención incomunicada y 1a prisión provisional inconunicada
de1 hoy recurrente de amparo. A1 respecto aregar €n síntesis,
1o sj-guiente: a) e1 Juzgado de Instrucción acordó 1a detención
incomunicada del hoy recurrente y otros a tenor de lo dispuesto
en e1 art. 527 L.E.crim., ro que supuso una importante rinita-
ción de una serie de derechos reconocidos al detenido (cfr.
ar ts  -  L7 y  24 c-8.  :  ar t .  s2o L.E.cr in .  ) .  Ahora b ien,  cuando
acordó dicha medida -en Auto de g de abrir de L99o-, ra situa-
ción procesal de1 hoy recurrente no era 1a de mero detenido,
sino la de acusado, por cuanto que en ].as dirigencias incoadas
ya se 1e imputaba la comisión de un concreto hecho delictivo:
cohecho. La distinción entre detenido y acusado es trascenden-
taI a los efectos ahora planteados, pues, de acuerdo con e1
convenio Europeo para 1a protección de los Derechos Humanos y
de 1as Libertades púbIicas, tratándose de un acusado er art.
6-3 c) garantiza e1 derecho a rser asistido por un defensor de
su eleccióntt (en el mismo sentido, e1 art. L4.3 del pacto rn-
ternacional de Derechos civiles y po1íticos). La defensa y ra
asistencia de r,etrado ha de ser de libre designación desde el
mornento en que exista un reproche culpabilÍstico, imputación o
acusación (cfr. src L96/rgB7), por 1o que el Juzgado de rns-
trucción violó el art. 24.L y 2 c.8., con indefensión para el
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hoy recurrente; y b) la aplicación al presente supuesto de ras
previsiones y l imitaciones contenidas en e1 art. s2z L.E.crin.
-situación de inconunicación- fue excesiva y desproporcionada
puesto 9üe, si bien eI citado precepto no establece limitación
en cuanto a 1a delincuencia sobre la que debe ser aplicada, tra_
bida cuenta 1a escasa entidad de las penas previstas para ros
diferentes delitos de cohecho (arts. 385 y ss. del código pe-
nal), y, sobre todo, la inconsistente existencia de indicios de
responsabilidad criminal, hace manifiestamente
desproporcionada, innecesaria y no adecuada al fin propuesto
ras medidas de i-ncomunicación en su día decretadas.

c) Derecho al üuez ordinario predeterminado por
Ia Ley (art. 24.2 c.E. ). En primer término, ].a intervención del
Juzgado de rnstrucción nrim. 2 de valencia en ros hechos que
originan 1as diligencias previas núm. zgs/go se produjo como
consecuencia de que, con fecha 2g de dicienbre de l_9g9, la Bri-
gada de Policía Judicial (estupefacientes) de valencia dirigió
oficio a dicho üuzgado solicitando autorización para intervenir
el te1éfono de don Rafael palop Argente (por posible derito de
tráfico de cocaína); ahora bien, existe una razonabre duda de
si 1a inicial intervención de1 Juzgado de rnstrucción se hizo
respetando las normas de reparto prefijadas, ta1 como exige eI
ar t .  L67 -L L.o.p.J . ,  pues es indudable que er  o f ic io  pol ic ia l
se refería a unos hechos gue se cometieron con mucha mayor an-
telación de 24 horas y, por e11o, 1as diligencias en cuestión
deberían haberse pasado a1 Decanato para su reparto. Ademásr s€
trataba de los misnos hechos que con fecha 2g de noviembre de
l-989 (un mes antes) habían dado lugar al Auto de intervención
telefónica por parte der Juzgado de rnstrucción núm. t4 de va-
lencia (diligencias indeterminadas nrim. 1,ss/8g), posteriormente
desaparecido como consecuencia de 1os cambios introducidos en
la r.ey de Enjuicianiento criminal. En segrundo término, €r üuez
rnstructor tuvo constancia, al menos desde er lg de enero de
l-990 (fecha en que se entrega la primera cinta) de la interven-
ción como interlocutor de1 sr. sanchís perales, Diputado, por
1o que debió inhibirse ante el Tribunal supremo (art. s7.2
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L.o-P.ü. ), en vez de persistir durante tres meses en ras inves-
tigaciones.

D) En reración con 1a petición y concesión del
suplicatorio, eI actor alega gue e1 adelantamiento de Ia soli-
citud del suplicatorio a momentos procesales anteriores ar pro-
cesamiento o inculpación, como ocurre en eI presente caso, pue-
de 11egar al peligrroso extremo de q[ue se plantee nada más adni-
tirse a trámite una denuncia o querelra contra un Diputado o
senadorr con 1as consecuencias interferenciadoras que e1lo con-
l1evaría en 1a actividad y fama de los parlarnentarios. Además,
en este caso, €1 propio Magistrado rnstructor optó por 1a vÍa
estricta de retrasar a1 máximo la solicitud del suplicatorio al
practicar diligencias sin taI petición, lo que resulta incon-
gruente con la denunciada precipitación.

En atención a las razones expuestas, soricita de
este Tribunal que otorgue e1 amparo y, en su virtud, anule 1as
resoluciones inpugrnadas y reconozca la violación de los dere-
chos y libertades públicas antes citadas. por otrosí pider en
base a 10 dispuesto en eI art. 56 r,orc, qlue se acuerde la sus-
pensión de la ejecueión de 1os Autos impugmados y, en conse-
cuencia, de1 procediniento en el gue 1os nismos se han dictado.

4 - por providencia de 22 d.e abril de r-99r-, ra sec-
ción cuarta de 1a sala segrunda acuerda, a tenor de 1o dispuesto
en el art. 5o-3 r,orc, conceder un plazo común de diez días al
Ministerio Fiscal y a1 solicitante d.e arpFaro para güé, dentro
de dicho término, aleguen 1o que estimen pertinente en reración
con 1a posible existencia del siguiente motivo de inarimisión:
carecer Ia demanda manifiestamente de contenido gue justifigue
una decisión por parte de este Tribunar constitucionar, de con-
formidad con 1o prevenido en eI art. 5o.r_ c) de la citada r,ey
Orgánica.
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5- La representación del recurrente, en escrito
presentado el L0 de mayo de 199L, reitera las alegaciones con-
tenidas en e1 escrito de demanda y soricita la admisión a trá-
mite del presente recurso de amFaro.

6- En su escri-to de alegaciones, presentado el 16
de mayo de LggJ., €1 Ministerio Fiscal interesa que se dicte
Auto por e1 que se acuerde Ia inadmisión del presente recurso
de amparo, por concurrir en er nismo 1a causa de inadmisión
prevista en el art. 50.1- c) r,orc. A1 respecto, alega que er ob-
jeto de1 presente recurso de amFaro debe guedar circunscrito a1
contenido mismo de las resoluciones judiciales d.ictadas por el
Magistrado rnstructor y por 1a sala segrunda der Tribunar supre-
Do, y no al de las resoluciones de los Juzgados de Instrucción
núms- 2 y L4 de valencia, y e11o por cuanto las resoluciones
ahora impugnadas no han hecho juicio alguno sobre el alcance
legal y constitucional de la prueba puesta en entredicho.

En segrundo término, el Fiscar considera que 1o que
en rigor denuncia 1a presente demanda de enparo es eI efecto
valorativo de r¡nas pruebas obtenidas, a su juicio, en.un con-
texto i1ega1 e inconstitucional, tanto por el origen de las
mismas, por 1a ausencia de competencia funcional del Juez Ins-
tructor, por e1 procedimiento seguido para su varoración, así
como por su careneia de proporcionalidad. Pero esta pretensión
es desproporcionada atend.iendo a1 contexto procesal en eI que
se produce. En efecto, el demandante de ar¡paro suscita La nuli-
dad de actuaciones en e1 momento procesal regulado por el art.
79o L.E-crim-, cuando esta fase intermedia, couo er propio Tri-
bunal constitucional ha puntualizado, viene dominada por 1a
iniciativa de las partes acusadoras, en tanto que ras defensas
asisten con cierta pasivid.ad procesal, a la decisión de aque-
llas de pedir eI sobreseimiento de la causa o ra apertura der
juicio oral (src tg6/tg9o). y parece desproporcionado pensar en
que el rnstructor pudiera utilizar e1 expediente del art.
790.6' desposeyendo de su papel a 1as acusaciones y descono-
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ciendo guizás 1a concurrencia de otros elementos probatorios,
igmorando además el papel procesal reservado por er art. 793.2
L.E.Crim- a 1a Sala sentenciadora. Los principios de celeridad
y urglencia que gobiernan e1 procedimiento abreviado, sienpre
sin demérito de las garantías y derechos fundanentales, justi-
fican plenamente que e1 planteamiento de las posibles violacio-
nes de tales garantías y d.erectros, quede deferido, como sostie-
nen las resoluciones judiciales recurridas, al momento de la
v j - s ta  de l  Ju i c io  o ra r  (a r t .  793 .2  L .E .c . ) .  y  e l l o  de  manera
máxima cuando 1o gue se plantea es 1a validez, efectos y arcan-
ce de unas pruebas, 10 que parece más atinente a1 debate de
plenitud contradictoria ante el Tribunal sentenciador que una
decisión por e1 fnstructor de J-a causa.

Finalmente, por 1o que respecta a la petición de
concesión de suplicatorio del demandante de emparo interesado
por el rnstructor al congreso de los Diputados, así como a 1a
concesión del mismo por éste, ér Fiscal considera que la tesis
de1 recurrente en modo algr"uno puede prosperar, pues, de la do-
eumentación aportada se deduce que ni el rnstructor pidió ad
cautelam el suplicatorio ni e1 congrreso de Ios Diputados 1o
concedió a sabiendas de tal circunstancia. En efecto, una vez
formulados ya 1os escritos de acusación por parte del Ministe-
rio Fiscal y 1as acusaciones, en definitiva los rtcargosrr a los
que se refieren tanto e1 art. zss L.E.crim. como el art. 5 de
la Ley de 9 de febrero de i,gJ-2, 1o que procedía
inexcusablemente era pedir e1 suplicatorio, tal como hizo e1
órgano judicial. Además, discutir e1 momento procesal de ra pe-
tición o 1a interpretación de Ia normativa en juegor €s una
cuestión de mera legalidad.

7 - por providencia de L4 de septienbre de L9g2, ra
sección acuerda otorgar un prazo común de diez días al ui-
nisterio Fiscal y a 1a parte recurrente para que aleguen lo gue
estimen pertinente sobre la desaparición der objeto del presen-
te proceso constitucionar de amparo, a la vista d.e 1o resuerto
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por 1a sala segunda de1 Tribunar supremor €n sus Autos de Lg de
junio y 2 de julio de L9g2, dictados en la causa especiar nrim.
6LO/eO.

8- E1 Ministerio Fiscalr en escrito presentado eI
29 de septienbre de 1992, estima gue eI recurso ha quedado sin
contenido y objeto por 1os Autos dictados por Ia sala segunda
del Tribunal supremo en fechas LB de junio y 2 de julio de
1'992. Resulta obvio que la temática esencial y única del pre-
sente recurso de amparo se centraba en conseguir una declara-
ción de nulidad constitucional, vj.a el art. 24.L y z en re-
lación con e1 L4 c.E., de 1as pruebas basadas en las interven-
ciones telefónieas, en referencia procesal ordinaria al Auto de
apertura del Juicio oral en el proceso de autos. por e1ro, si
1os Autos referidos han declarado la nulidad. de las citadas
pruebas y su inoperatividad procesal absoluta, la desaparición
de1 objeto de1 recurso de anparo es plausible e ineludible.

por todo 1o anteriormente expuesto, €1 Ministerio
Fiscal interesa de este Tribunal constitucional que acuerde el
archivo de1 presente recurso de amFaro, por haber guedado sin
objeto.

9- La representación del reeurrente, en escrito
presentado el 25 de septiembre de 1992, alega gue sigue siendo
competencia de este Tribunal pronunciarse sobre si hr¡bo
rrviolaciones de los derechos y libertadestr descritos en eI re-
curso- Concretamente está por dilucidar si la protección efec-
tiva de 1os derechos fundamentales de los imputados en el pro-
cedimiento abreviado d.ebe esperar a que el órgano jurisdiccio-
naI enjuiciante abrar en el acto del juicio oral, €1 trámite
previsto en el art. 793.2 o por e1 contrario la conculcación de
derechos fundamentales debe provocar La nulidad de lo actuado
de modo inmediato.
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por 1o ex¡ruesto, considera que no ha desaparecido
eI objeto del presente recurso.

II. FTIITDAIIEI¡IIOS ;ruRrDrCOS

unico- E1 presente recurso de amparo ha quedado sin
contenido y objeto como consecuencia de los Autos dictados por
1a sala segunda del Tribunal supremor €n fechas t_8 de junio y z
de julio de L992, lo cual permite aplicar en esta fase ra figiu-
ra procesal de 1a sati-sfacción de la pretensión, ya que como se
afirnó en la src 4o/i.g9z, eI que falte en la r,ey orgánica de
este Tribunal un precepto gue contemple tal situación no puede
ser obstáculo para ello por cuanto ros principios que fluyen d.e
1a institución procesal permiten la integración de la figura de
Ia satisfacción de 1a pretensión en e1 sistema de Ia justicia
constitucional de ar¡paro.

En efecto, habida cuenta de gue los referidos Autos
han declarado 1a nulidad de 1as intervenciones telefónicas 11e-
vadas a cabo por la Brigada de Ia policía Judicial de Valencia,
acordadas por el Juzgado de rnstrucción ntim. L4 de dicha ciu-
dad, asÍ como de Ias pruebas con causa directa o indirecta en
las mismas, es obvio que 1a queja principal aducida por e1 re-
currente en el presente recurso ha sido, eD cualguier casor co-
rregida por Ia actuación del Tribunal supremo. De otra parte,
además, habiendo decretado el Tribunal supremor €rr sentencia
dictada, €1 L4 de jul io de Lgg2r err Ia causa especial nún.
610/90, 1a absolución der hoy recurrente y de Ios demás incul-
pados, POr haber sido retiradas 1as acusaciones respecto de to-
dos eIlos, resulta evidente que eI presente recurso de anFaro
ha quedado sin finalidad, por desaparición de su objeto, tam-
bién en 1o que se refiere a las otras alegaciones contenidas en
el escrito de demanda.
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En atención a 1o extrruesto, Ia sección acuerda la
inadmisión del presente recurso, y el archivo de las actuacio-
nes .

Madrid, a treinta y uno de enero de mir novecientos
noventa y cuatro.


